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MEMORA NDU M FOR O LA BORAL 2024

La Confederación Canaria de Empresarios ha puesto interés en destacar la importancia y poner el 
foco de atención en temas de extraordinaria actualidad que nos preocupan como empresarios, 
consolidando el Foro Laboral, de la Seguridad Social y del Sistema de Pensiones que venimos 
ejecutando con la financiación de la Consejería de Turismo y Empleo del Gobierno de Canarias.

A lo largo y ancho de los últimos dos años hemos sido testigos de una excesiva producción nor-
mativa, contabilizando casi una treintena de normas con enorme repercusión en las relaciones 
laborales. Estas normas tienen tres efectos que nos gustaría destacar:

	▶ Son normas posteriores a la Reforma Laboral de 2021 y, la mayoría de ellas, no han sido 
sometidas al ámbito del diálogo, con un claro desplazamiento de la autonomía de los 
interlocutores sociales y permanentes intromisiones en la negociación colectiva, afec-
tando negativamente a ese enfoque que tiene la Confederación Canaria de Empresarios 
de fomento de la colaboración por encima de confrontación laboral.

	▶ Dificultan la comprensión de nuestro marco normativo laboral. Son normas, muchas de 
ellas, de origen no laboral, que están incorporando cambios que obligan a gestionar de 
otra manera las relaciones laborales y los recursos humanos de las empresas. En defi-
nitiva, la inseguridad para las empresas es la nota común en este un marco normativo 
amplio, complejo, confuso y disperso.

	▶ En tercer lugar, también es una regulación con un intervencionismo muy importante de 
la administración que obligan a las empresas a cargas burocráticas que, una vez más, 
a la mayoría les resulta muy difícil implementar.  No debemos olvidar, en relación con 
el tejido empresarial canario, que el 96% de las empresas canarias tienen menos de 10 
trabajadores -hablamos principalmente de pymes y micro pymes y autónomos- y, por 
tanto, sus medios y recursos para afrontar estos cambios son limitados y resultan de 
gran dificultad para ellas llevarlos a cabo.

En definitiva, se ha creado en poco tiempo un marco normativo profundamente disfuncional, 
donde cada vez acumulan más responsabilidades sobre las empresas, responsabilidades que en 
muchas ocasiones debería corresponder a los poderes públicos y con un incremento claro de los 
costes laborales y de producción que afecta al empleo y a la competitividad de las empresas.

Introducción

1.
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Por tanto, el presente documento pretende ser un memorándum de aspectos a recordar del 
Foro Laboral, de la Seguridad Social y del Sistema de Pensiones de la Confederación canaria de 
Empresarios, que recoja las preguntas planteadas en los talleres indicados a continuación, así 
como las respuestas proporcionadas por los ponentes:

Taller 2023:

	▶ Taller 19 de octubre de 2023 " Análisis de las novedades normativas y jurisprudenciales 
sobre el derecho a la no discriminación en la empresa”.

* En el presente memorándum no se han incluido las preguntas y respuestas del "taller de análisis 
de las novedades normativas y jurisprudenciales y su incidencia en la gestión de los recursos humanos 
en las empresas" realizado el 5 de octubre de 2023 ya que todas las preguntas realizadas en este 
taller se referían al tema de permisos, materia que considerando su relevancia e interés para las 
empresas se ha recogido en una Guía monográfica que aborda esta materia y en la que se han 
incluido las preguntas y respuestas recopiladas en los diferentes talleres del foro laboral en los 
que se ha tratado esta materia.

Talleres 2024:

	▶ Taller de 8 de mayo de 2024. “La conciliación en el ámbito laboral y otras novedades legis-
lativas y judiciales”

Las preguntas realizadas en este taller de 8 de mayo de 2024 que se referían al tema 
de permisos, materia que considerando su relevancia e interés para las empresas se ha 
recogido en una Guía monográfica que aborda esta materia

	▶ Taller de 17 de julio de 2024.  “Criterios judiciales sobre despido y enfermedad. Análisis de 
novedades laborales”

	▶ Taller de 27 de noviembre de 2024. “Taller monográfico sobre Permisos Laborales” 

Las preguntas realizadas en este taller de 27 de noviembre que se referían al tema de 
permisos, materia que considerando su relevancia e interés para las empresas se ha 
recogido en una Guía monográfica que aborda esta materia.
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I.

El documento pretende ser un memorándum de consulta rápida que compile las preguntas más 
relevantes realizadas por los participantes durante los talleres del Foro Laboral, de la Seguridad 
Social y del Sistema de Pensiones, junto con respuestas fundamentadas, con el fin de:

	▶ Elaborar respuestas claras, concisas y fundamentadas en la normativa vigente.

	▶ Proveer una herramienta práctica para los asistentes.

	▶ Facilitar la resolución de dudas frecuentes.

	▶ Garantizar la difusión de conocimientos de manera sistematizada y accesible.

Refleja, exclusivamente, las opiniones y propuestas de los ponentes que intervinieron en los 
citados talleres. La Confederación Canaria de Empresarios no se identifica necesariamente con 
el contenido, las opiniones y las valoraciones expresadas por los ponentes en las respuestas que 
se recogen en este memorándum.

Por tanto, la Confederación Canaria de Empresarios no se hace responsable de la exactitud, 
actualidad o aplicabilidad de los contenidos aquí recogidos, los cuales tienen una finalidad me-
ramente informativa y no constituyen asesoramiento jurídico. En caso de duda se recomienda 
recurrir a un asesoramiento legal especializado.

Objetivos del Memorándum
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I.

	 Taller 19 de octubre de 2023.  
Análisis de las novedades normativas y jurisprudenciales 
sobre el derecho a la no discriminación en la empresa

I.	 Real Decreto-Ley 5/2023.  
Conciliación de la vida laboral y familiar

1.	 En relación con los supuestos de excedencias por cuidado de hijo/a, cónyuge o pareja 
de hecho, o de un familiar hasta el segundo grado de consanguinidad y por afinidad, 
incluido el familiar consanguíneo de la pareja de hecho; y, para los de reducción de 
jornada de trabajo diaria por cuidado de lactante y/o guarda legal, ante la circuns-
tancia de que sean dos personas trabajadoras de la misma empresa las que ejerzan 
ese derecho por el mismo sujeto, ¿se puede entender justificada la limitación al ejer-
cicio simultáneo, simplemente, por la dimensión de la plantilla de una determinada 
empresa?

Si dos o más personas trabajadoras de la misma empresa generasen el derecho a la 
excedencia por cuidado de familiares (art. 46.3 ET) o a la reducción de jornada para 
el cuidado de lactante (art. 37.4 ET) por el mismo sujeto causante, la empresa podrá 
limitar su ejercicio simultáneo por razones fundadas y objetivas de funcionamiento 
debidamente motivadas por escrito. Si por el tamaño de la plantilla de la empresa, el 
ejercicio simultáneo de los derechos de conciliación indicados, afectan objetivamente 
al funcionamiento de la misma, la empresa deberá ofrecer un plan alternativo que 
asegure el disfrute de los derechos de conciliación de ambas personas trabajadoras. 

Foro Laboral de la CCE 2023
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2.	 ¿Qué alcance debe tener el plan alternativo que ofrezca la empresa en los casos 
que limite el ejercicio simultáneo de la precitada excedencia? ¿Puede ser un simple 
cambio de fechas o habrá de justificar las fechas propuestas?

Cuando el ejercicio simultáneo de los derechos de conciliación afecten al funciona-
miento de la empresa, ésta deberá ofrecer un plan alternativo -como un cambio de 
fechas- que asegure el disfrute de dichos derechos por ambas personas trabajadoras, 
pudiendo limitar su ejercicio simultáneo. Tal plan alternativo deberá estar debida-
mente justificado y fundado en razones objetivas de funcionamiento.

II.	 Ley 2/2023, de protección del informante.  
Implicaciones en la gestión de las relaciones laborales

1.	 Al establecer la previa consulta a los representantes de los trabajadores para imple-
mentar el canal interno de denuncias, ¿habrá de emitirse por la RLT informe sobre el 
citado canal?

Sí, la implantación del sistema interno de información debe realizarse previa consulta 
con la representación legal de las personas trabajadoras (art. 5.1 Ley 2/2023). 

2.	 ¿Se exige acuerdo?

La Ley 2/2023 sólo exige consultar a la RLT previamente a la implantación del sistema 
interno de información, no abrir un proceso negociador ni alcanzar un acuerdo con los 
mismos. 

3.	 Si en la empresa no existe representación sindical, ¿cabe consulta a toda la plantilla 
o a qué sindicatos se hace el llamamiento? 

Como se ha indicado, a la representación legal de las personas trabajadoras se les 
reconoce un derecho de consulta, no se impone la apertura de un procedimiento 
negociador. En consecuencia, de no existir en la empresa RLT no se llevará a cabo el 
trámite de consulta.  

4.	 Si la empresa ya tenía activado un sistema interno de denuncias antes de la promul-
gación de esta Ley, ¿deberá realizar la repetida consulta a la representación de los 
trabajadores?

Los sistemas internos de comunicación que, a la entrada en vigor de la Ley 2/2023 ley, 
tengan habilitados las empresas podrán servir para dar cumplimiento a los mandatos 
contenidos en dicha ley, siempre y cuando se ajusten a los requisitos establecidos en la 
misma (DT 1ª). Por consiguiente, si resulta preciso adaptar un sistema interno vigente 
a los requerimientos de la Ley 2/2023, sí será preciso realizar el trámite de consulta a la 
representación legal de las personas trabajadoras.      
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5.	 En relación con la protección que asiste al informante/trabajador por plazo de dos 
años, ¿bastará que el trabajador alegue su condición de informante para que se 
presuma que la decisión empresarial constituye una represalia?

Las personas que presenten una comunicación, conforme a lo previsto en la Ley 2/2023, 
no podrán sufrir represalias por su condición de informantes, o por haber realizado 
una revelación pública, salvo que las medidas que puedan ser consideradas represalias 
conforme a lo previsto en el art. 36 Ley 2/2023  se lleven a cabo dentro del ejercicio 
regular del poder de dirección al amparo de la legislación laboral, por circunstancias, 
hechos o infracciones acreditadas, y ajenas a la presentación de la comunicación.

6.	 Dado el anonimato garantizado en los canales de denuncia, ¿puede alegar la empre-
sa que desconocía la condición de informante del trabajador al que afecta la medida 
o decisión impugnada ante un determinado Tribunal, de modo tal que la acredita-
ción de ese desconocimiento podría ser suficiente para desestimar la existencia de 
represalia?

La protección frente a represalias sólo alcanza al denunciante que se haya identificado 
y a las personas que hayan comunicado o revelado públicamente información de forma 
anónima pero que posteriormente hayan sido identificadas (art. 35.3 Ley 2/2023), de 
modo que si se desconoce la identidad del denunciante no operará la protección frente 
a represalias prevista en el art. 36 Ley 2/2023.    

7.	 El citado desconocimiento ¿puede resultar también determinante para eludir la 
sanción económica que la Ley impone en caso de adoptar represalias frente a los 
informantes?

Efectivamente. Sólo se incumplirá la garantía frente a represalias si se conoce la iden-
tidad del denunciante.

III.	 Planes de igualdad 

1.	 En relación a los derechos de las personas víctimas de violencia de género, es 
obligatorio para las empresas complementar la IT hasta el 100% de la retribución 
de la víctima en caso de que dicha incapacidad sea derivada de los daños físico o 
psicológicos.

El complemento del subsidio por IT a cargo de la empresa es una mejora voluntaria 
que puede fijarse en la negociación colectiva, por lo que hay que estar a los términos 
previstos en los convenios colectivos que recojan tal mejora.
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2.	 En relación con el artículo 5.3 del RD 901/2023, relativo a los centros de trabajo donde 
no hay representación legal, se dice que debe llamarse a los sindicatos más represen-
tativos y, además, a los sindicatos representativos del sector y con legitimidad para 
negociar el convenio en su ámbito funcional. Cuando en ese sector no hay convenio 
aplicable, ¿solamente se llamaría a los sindicatos más representativos? 

En representación de los trabajadores de los centros de trabajo que no cuenten con 
representación legal (comité de empresa o delegados de personal) negociarán los 
sindicatos más representativos y los sindicatos representativos del sector al que per-
tenezca la empresa y con legitimación para formar parte de la comisión negociadora 
del convenio colectivo de aplicación, de modo que de no existir convenio colectivo 
aplicable, la legitimación para intervenir será de los sindicatos más representativos.   

3.	 En caso de que la empresa cuente con un extenso comité de empresa y en aras de ha-
cer más práctica la negociación, ¿podría en el propio acta de constitución nombrarse 
una comisión reducida ejecutiva? Ello con independencia de que finalmente firmen 
todas las partes. 

La comisión negociadora tiene competencia para elaborar un reglamento de funciona-
miento interno, por lo que podría decidir constituir y regular el funcionamiento de una 
“comisión reducida ejecutiva” en dicha norma de funcionamiento interno.

4.	 Ante una negociación que se extiende más de un año por causas ajenas a la empresa, 
¿cómo habría de proceder? 

La comisión negociadora deberá acudir a los procedimientos y órganos de solución 
autónoma de conflictos, si así se acuerda, previa intervención de la comisión paritaria 
del convenio colectivo de aplicación, si así se también se ha previsto en el mismo para 
estos casos (art. 5.6 RD 901/2023).

5.	 Si la dilación de las negociaciones obedece a un bloqueo sistemático de la parte so-
cial, ¿podría continuar la empresa con la elaboración del plan y proceder a registrarlo 
sin acuerdo?

Las partes deben negociar de buena fe, con vistas a la consecución de un acuerdo. En 
caso de bloqueo negociador, la comisión negociadora podrá acudir a los procedimien-
tos y órganos de solución autónoma de conflictos, si así se acuerda, previa intervención 
de la comisión paritaria del convenio colectivo de aplicación, si así se también se ha 
previsto en el mismo para estos casos (art. 5.6 RD 901/2023). 

En supuestos excepcionales de bloqueo imputable exclusivamente a la parte social o 
de negativa de la misma a negociar, el Tribunal Supremo acepta que la empresa esta-
blezca unilateralmente el Plan de Igualdad (STS 13-9-2018, rec. 213/2017). 
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6.	 En relación con la elaboración de los planes de igualdad, el art. 55.3 Ley 4/2023 hace 
referencia expresa a las personas trans, pero no al colectivo LGTBI en su conjunto. 
¿Resulta, por tanto, exigible para la inscripción del plan de igualdad incluir en el 
protocolo de actuación frente al acoso contra las personas LGTBI en su conjunto? 

En los planes de igualdad y no discriminación se incluirá, expresamente, medidas 
destinadas a las personas trans, con especial atención a las mujeres trans.

IV.	 Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad  
de trato y la no discriminación

1.	 Un despido en caso de Incapacidad Temporal, tras la Ley 15/2022, ¿es siempre nulo o 
puede ser improcedente?

La enfermedad es un factor de discriminación, pero el despido de una persona trabaja-
dora que se encuentre en situación de IT no será calificado siempre como nulo, porque 
no está prevista la nulidad objetiva o automática por tal condición (STSJCyL 28-9-23, 
rec. 573/2023). Sólo cabrá tal calificación si la persona despedida aporta indicios fun-
dados sobre la existencia de discriminación por razón de enfermedad y la empresa no 
aporta una justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de su decisión 
y su proporcionalidad (art. 30).

2.	 Si el cese laboral es consecuencia no solo de la situación de enfermedad, sino que 
existen -además- otras razones, ¿sería improcedente?

Si la persona trabajadora aporta indicios fundados sobre la existencia de discrimi-
nación por enfermedad, corresponde a la empresa la aportación de una justificación 
objetiva y razonable de la decisión extintiva -“otras razones”-, y de su proporcionalidad. 
En caso de no cumplir con esta carga de la prueba, el despido será calificado como nulo; 
no como improcedente. 

3.	 ¿A quién corresponde acreditar la conexión entre la extinción del contrato de trabajo 
y la enfermedad?

La carga de la prueba de acreditar -indiciariamente- la conexión entre la extinción del 
contrato de trabajo y la enfermedad corresponde a la persona interesada que alegue 
discriminación.  

4.	 ¿La enfermedad o condición de salud son “per se” indicios de discriminación suficien-
tes para que recaiga en el empresario probar que la verdadera causa del despido es 
ajena a ese estado?

No, la enfermedad o condición de salud son factores de discriminación (art. 2 Ley 15/22) 
pero quien los alegue debe aportar indicios fundados de que la causa de la extinción 
del contrato sea la enfermedad o condición de salud. 
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5.	 Para que los indicios de una discriminación por enfermedad constituyan un motivo 
de nulidad del despido, ¿se exige una duración determinada?

No, lo relevante es que la persona trabajadora aporte indicios fundados sobre la exis-
tencia de discriminación por enfermedad. 

6.	 ¿Puede considerarse un claro indicio de discriminación la inmediatez del despido 
tras la baja del trabajador?

La inmediatez del despido tras la baja médica del trabajador puede constituir un in-
dicio de acto discriminatorio (vid. STSJG 10-1-2024, rec. 4377/2023; STSJCyL 20-7- 2023, 
rec. 416/2023 o STSJAST 26-9-2023, rec. 885/2023) pero no en todo caso, sí que depen-
den del resto de circunstancias que rodeen al despido (v.gr. descartándolo:  STSJCV 
20-6-2023, rec. 627/2023 y STSJG 9-6-2023, rec. 1681/2023).   

7.	 ¿Se podría declarar la nulidad de un despido de un trabajador con predisposición 
genética a una enfermedad, si el empresario desconoce esa situación?

En principio, la respuesta debe ser negativa. Para declararse la nulidad de un despido, 
la persona trabajadora debe aportar indicios fundados de que la extinción del contrato 
se ha producido por su predisposición genética a la enfermedad. Por tanto, si la em-
presa desconoce dicho dato difícilmente puede adoptar una decisión discriminatoria 
que exige una decisión consciente que no tiene una justificación objetiva, razonable y 
proporcional (la STSJCyL 18-9-2023, rec. 1251/2023 descarta la nulidad porque la empre-
sa desconocía la baja médica). 

8.	 ¿Qué ocurre si el empresario desiste del contrato de trabajo durante el período de 
prueba, derecho que le asiste sin tener que alegar causa alguna, estando el trabaja-
dor en IT?

Si la persona trabajadora aporta indicios fundados de discriminación por enfermedad, 
corresponderá a la empresa la aportación de una justificación objetiva y razonable, 
suficientemente probada, del motivo de la no superación del período de prueba y de 
su proporcionalidad. En caso contrario, la extinción será calificada como nula (STSJG 
24-1- 2024).

V.	 Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real  
y efectiva de las personas trans y para la garantía  
de los derechos de las personas LGTBI.

1.	 Respecto a la obligación para empresas de 50 trabajadores o más a contar con un 
plan de actuación y medidas para el fomento de la igualdad LGTBI, ¿cómo deberán 
negociarse esas medidas? 

Las empresas de más de 50 trabajadores deberán contar con un plan de medidas 
y recursos para alcanzar la igualdad de las personas LGTBI, incluido un protocolo de 
actuación para la atención del acoso o la violencia. 



17

MEMORA NDU M FOR O LA BORAL 2024

Regla general: las medidas se negociarán en los convenios colectivos de empresa o 
supraempresariales. 

En caso de ausencia de convenio colectivo supraempresarial de aplicación 

a.	 Empresas que cuenten con RLT: negociarán las medidas mediante acuerdos de 
empresa. 

Si hay varios centros de trabajo negociará el comité intercentros, cuando exista y 
tenga competencias para la negociación.

Si hay centros de trabajo con RLT y centros de trabajo sin ella, la parte social de 
la comisión negociadora (máximo de 13 miembros por cada una de las partes) 
estará integrada por los RLT de los centros que cuenten con ella y por la comisión 
sindical en representación de los centros que no cuenten con RLT.

b.	 Empresas carezcan de convenio colectivo de aplicación y no cuenten con RLT: se 
creará una comisión negociadora con un máximo de 6 miembros por cada una 
de las partes: representación de la empresa, sindicatos más representativos y 
sindicatos representativos en el sector al que pertenezca la empresa (la repre-
sentación sindical se conformará en proporción a la representatividad de cada 
organización en el sector).

2.	 ¿Pueden discutirse y acordarse con el Plan de Igualdad?

No, se trata de un plan distinto, cuyo contenido viene determinado en el anexo I del RD 
1026/2024, de 8 de octubre.

3.	 ¿El Protocolo contra el acoso de las personas LGTBI puede integrarse en los Protoco-
los existentes en la empresa?

El Plan de medidas destinadas al colectivo LGTBI debe incluir un protocolo frente al 
acoso y la violencia, cuyo contenido y estructura se ajustará, como mínimo, a lo dis-
puesto en el anexo II del RD 1026/2024. Esta obligación se entenderá cumplida cuando 
la empresa cuente con un protocolo general frente al acoso y violencia que prevea 
medidas para las personas LGTBI o bien lo amplíe específicamente para incluirlas.

4.	 ¿Cómo se pueden cumplir las nuevas obligaciones impuestas a las empresas sin 
contravenir la prohibición de exigir la manifestación expresa de la condición sexual 
o la identidad de género a los trabajadores? 

La obligación empresarial de contar con un conjunto planificado de medidas y recur-
sos para alcanzar la igualdad real y efectiva de las personas LGTBI se llevará a cabo a 
través de la negociación colectiva. En las empresas que carezcan de convenio colectivo 
de aplicación y no cuenten con representación legal de las personas trabajadoras, la 
negociación de las medidas se llevará a cabo a través de las comisiones negociadoras 
previstas en el art. 6.4 RD 1026/2024. En la negociación de las medidas planificadas 
deberá garantizarse el respeto a la intimidad de las personas trabajadoras
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VI.	 Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre,  
de garantía integral de la libertad sexual.

1.	 ¿Qué empresas están obligadas a promover condiciones que eviten conductas contra 
la libertad sexual e integridad moral en el trabajo?

Todas las empresas están  obligadas a promover condiciones de trabajo que eviten la 
comisión de delitos y otras conductas contra la libertad sexual y la integridad moral en 
el trabajo, incidiendo especialmente en el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.

2.	 ¿La revisión de los protocolos de acoso sexual y acoso por razón de sexo tras esta Ley 
Orgánica es medida suficiente para que la empresa no incurra en responsabilidad 
penal (o, en su caso, la atenúe) por la comisión de delito de acoso sexual o de delitos 
contra la integridad moral en el trabajo cometidos en el seno de la empresa?

La Ley Orgánica 10/2022 (DF 4ª) incorporó la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas por los delitos contra la integridad moral (art. 173.1 CP) y el acoso sexual (art. 
184.5 CP), de modo que si se declara la responsabilidad penal de la empresa por la 
comisión de uno de estos delitos, se le impondría una pena de multa de seis meses a 
dos años. 

Las personas jurídicas tienen la obligación de implantar procedimientos específicos 
para la prevención de acoso sexual y por razón de sexo, proporcionando, además, un 
adecuado cauce a las denuncias o reclamaciones que puedan formular quienes hayan 
sido objeto del mimo (art. 12 LO 10/22). Protocolos y sistemas de información interna 
esenciales a los efectos de exención de responsabilidad criminal de las personas jurídi-
cas (arts. 31 bis y 31 ter CP).
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I.

I.	 Taller de 8 de mayo de 2024. Transposición Directiva 
condiciones laborales transparentes y previsibles

1.	 ¿Cómo aplicar la “previsibilidad” prevista en la Directiva y, por tanto, en su transpo-
sición a aquellos trabajadores cuyo patrón de trabajo sea imprevisible (por ejemplo, 
los servicios en plataformas o en las ETT)?

Todo trabajador -con independencia de la actividad y del tipo de relación laboral- tiene 
derecho a que sus condiciones esenciales de trabajo sean previsibles. 

Se entenderá que son previsibles cuando la persona trabajadora conozca o pueda 
conocer, de antemano, de manera efectiva y por escrito, durante todo el periodo al que 
se extiende la prestación de servicios, su pauta de trabajo o, en su caso, los criterios en 
virtud de los cuales dichas condiciones pueden cambiar.

2.	 ¿Con esta reforma ya no cabría hacer referencia en los contratos al convenio colectivo 
para informar de las condiciones contractuales?

No, la empresa debe informar por escrito a la persona trabajadora, en los términos 
y plazos que se establezcan reglamentariamente, sobre los elementos esenciales de 
su relación laboral -duración del contrato, de la jornada y su distribución, periodo de 
prueba-, tanto en el momento en que esta se inicie como cuando se produzca cualquier 
modificación de dichos elementos.

3.	 ¿Se entiende que el periodo de prueba para técnicos titulados se aplica en aquellos 
contratos que no son temporales?

En los contratos temporales y de duración determinada, la duración máxima del pe-
ríodo de prueba es de 1 mes, si la duración del contrato es igual o superior a 6 meses. 
Para contratos de duración inferior, el periodo de prueba se reducirá en la misma 
proporción.

Talleres del Foro Laboral de la CCE 2024
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Para los contratos indefinidos, la duración máxima del período de prueba es de 6 
meses para técnicos titulados. 

4.	 En caso de tener un trabajador en excedencia voluntaria y la empresa lanzar una 
vacante, ¿se debe tener en cuenta su solicitud en caso de no haberse dado la fecha 
de reincorporación o, incluso, de haberse pasado el plazo de preaviso de reincorpo-
ración?

Sí, la empresa debe informar a los trabajadores de la existencia de puestos de trabajo 
vacantes.

II.	 Taller de 17 de julio de 2024.  
Extinción del contrato por incapacidad del trabajador

1.	 ¿Cuándo se reconoce la incapacidad permanente en cualquiera de sus grados el 
contrato de trabajo se extingue?

La declaración de incapacidad permanente (IP) en cualquiera de sus grados (total para 
la profesión habitual, absoluta para todo trabajo o gran invalidez), cuando, a juicio del 
órgano de calificación, vaya a ser previsiblemente objeto de revisión por mejoría que 
permita su reincorporación al puesto de trabajo, es causa de suspensión de la relación 
laboral, con reserva del puesto de trabajo, durante un periodo de dos años a contar des-
de la fecha de la resolución por la que se declare la incapacidad permanente (art. 48.2 
ET). Por contra, la incapacidad permanente es causa de extinción del contrato, siempre 
que sea sobrevenida y no vaya a ser objeto de revisión por mejoría (art. 49.1,e) ET). Para 
ello es preciso que la resolución administrativa o judicial que declare la invalidez sea 
firme y carecer de previsión de revisión por mejoría. 

2.	 ¿La negativa a aplicar ajustes razonables tras la declaración de incapacidad perma-
nente convierte en discriminatoria la extinción del contrato?

Sí, conforme a lo previsto en el art. 4.1 Ley 15/22 se considera vulneración del derecho 
a la no discriminación la denegación de ajustes razonables por razón de discapacidad, 
por lo que la extinción del contrato del trabajador que tenga reconocida una IP sin la 
previa realización de “ajustes razonables” se considerará un acto discriminatorio. 

3.	 ¿La doctrina judicial del caso Ca Negreta podría utilizarse como base para solicitar la 
nulidad de un despido objetivo por incapacidad sobrevenida tras recibir un no apto 
por el servicio de prevención ajeno?

La extinción del contrato de trabajo del trabajador con una IP sin realizar ajustes 
razonables es un acto discriminatorio, correspondiendo a la empresa la aportación de 
una justificación objetiva y razonable: imposibilidad de realizar ajustes razonables por 
carga excesiva. En caso de acreditar tal circunstancia no cabrá declarar la nulidad del 
despido.
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4.	 ¿Qué se entiende por “ajustes razonables”?

Conforme a lo dispuesto en el art. 2, m) del RDL 1/2013, se entiende por ajustes razo-
nables “las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas del ambiente físico, 
social y actitudinal a las necesidades específicas de las personas con discapacidad que 
no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso 
particular de manera eficaz y práctica, para facilitar la accesibilidad y la participación 
y para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de 
condiciones con las demás, de todos los derechos”. 

5.	 ¿Para ofrecer un “ajuste razonable” la empresa deberá remitir al trabajador al ser-
vicio de prevención para la valoración de las limitaciones y poder así analizar si es 
posible la recolocación?

Efectivamente, la persona trabajadora con una IP reconocida deberá someterse a una 
valoración de su estado de salud. Igualmente, deberán actualizarse las evaluaciones de 
riesgos de los distintos puestos de trabajo para determinar cuál resulta compatible con 
su capacidad laboral o qué “ajustes razonables” requieren. 

6.	 ¿Si la recolocación del trabajador implica un cambio de funciones procedería el 
cambio y, en su caso, de la retribución?

La recolocación del trabajador en otro puesto de trabajo compatible con su situación 
de IP y para el que disponga de las competencias, las capacidades y la disponibilidad 
exigidas, se considera “ajuste razonable” (STJUE 10 febrero 2022 (HR Rall, C-485/20). 
En consecuencia, si ello implica movilidad funcional descendente exigirá un acuerdo 
entre empresa y trabajador o realizarse a través de una modificación sustancial de 
condiciones de trabajo (art. 39.3 ET), pues la movilidad fuera del grupo profesional y 
descendente sólo puede ser temporal (art. 39.2 ET).

7.	 ¿La propuesta de modificación del artículo 49 del ET, se desvía de la Sentencia del 
TJUE de 18 de enero de 2024 (Ca Negreta) a la que alude en su Exposición de Motivos?

Sí, pues dicha sentencia recuerda que es obligación del empresario (art. 40 RDL 1/2013) 
realizar los “ajustes razonables” necesarios para que la persona que tenga reconocida 
una IP -que tienen la consideración de personas con discapacidad (art. 35.1 RDL 1/2013)- 
pueda continuar trabajando, salvo que suponga un gravamen excesivo. En cambio, la 
propuesta de reforma del art. 49 del ET deja en manos de la persona trabajadora el que 
pueda mantener su contrato de trabajo, mediante la manifestación de “su voluntad de 
continuar en la empresa” y la solicitud de que “se realice la adaptación razonable, nece-
saria y adecuada, en su puesto de trabajo que le permita continuar desempeñándolo”. 

8.	 ¿Cómo compatibilizas incapacidad permanente absoluta y la gran invalidez con el 
desarrollo de una profesión u oficio?

Las pensiones vitalicias de IP absoluta o de gran invalidez no impedirán el ejercicio de 
aquellas actividades, sean o no lucrativas, compatibles con el estado del incapacitado y 
que no representen un cambio en su capacidad de trabajo a efectos de revisión.
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En el supuesto de que el pensionista realice un trabajo o actividad que dé lugar a la in-
clusión en un régimen de la seguridad social, la entidad gestora suspenderá el pago de 
la pensión, reanudándose el pago de la misma cuando se produzca el cese en el trabajo 
o actividad. Todo ello sin perjuicio de la eventual revisión del grado de incapacidad 
permanente.

En cambio, el complemento de gran invalidez destinado a que la persona beneficiaria 
pueda remunerar a la persona que le atienda no se suspenderá por la realización de un 
trabajo incompatible con la pensión (art. 198.2 LGSS).

III.	 Taller de 17 de octubre de 2024

A.	 Aspectos jurídicos del absentismo

¿Se mantiene la validez del derecho de la empresa sobre control del absentismo?

Sí, la lucha contra el absentismo es una facultad legítima cuyo fundamento se encuen-
tra en la libertad de empresa (art. 38 CE). 

¿Supone La Ley 15/2022 la nulidad de los distintos pluses -asistencia y actividad- para 
corregir el absentismo?

No, los incentivos anti-absentismo (pluses de actividad, asistencia y puntualidad) 
derivan de las facultades de dirección y organización de la empresa (arts. 38 CE y 20 
ET) y tienen un objetivo legitimo: reducir el absentismo (SAN de 8 de junio 2016, rec. 
131/2016).

¿Qué ocurre cuando en un determinado convenio colectivo se suprime o reduce 
el incentivo de las personas trabajadoras por haberse encontrado en situación de 
incapacidad temporal, indisposición o reposo médico? 

La supresión o reducción de los incentivos en los supuestos de IT es una discriminación 
por razón de enfermedad -art. 2 Ley 15/2022- (STSJCAT de 29 de julio de 2024, rec. 
22/2024; SSAN de 13 de febrero de 2024, rec. 306/2023 y de 22 de enero de 2024, rec. 
280/2023). Los incentivos anti-absentismo de carácter colectivo no se pueden reducir 
por el tiempo que se permanezca en IT (STS de 25 de enero de 2023, rec. 4265/2019). 
Sin embargo, se ha considerado que justificado que un convenio para una prima por 
objetivos y permanencia vinculada al desempeño efectivo de las funciones encomen-
dadas, no compute los periodos de tiempo en situación de IT, “en los que el trabajador 
no puede llevar a cabo cometido alguno, ni cumplir los estándares de comportamiento 
fijados por la empresa” (SAN 106/2024, de 16 de septiembre).
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B.	 Aspectos laborales de la Ley 15/2022, de 12 de julio, 
integral para la igualdad de trato y la no discriminación. 

9.	 Si la empresa tiene personal con bajas médicas de larga duración y de duración 
incierta, ¿pueden computar para el porcentaje de personas con discapacidad?

Las empresas públicas y privadas que empleen a un número de 50 o más trabajadores 
vendrán obligadas a que de entre ellos, al menos, el 2% sean trabajadores con discapa-
cidad (art. 42.1 RDL 1/2013). A estos efectos, se entiende por personas con discapacidad 
aquellas que presentan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales, pre-
visiblemente permanentes que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir 
su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con los 
demás, así como aquellas a quienes se les haya reconocido un grado de discapacidad 
igual o superior al 33% (art. 4 RDL 1/2013). Así pues, las personas con bajas médicas de 
larga duración deberá cumplir una o las dos condiciones indicadas para poder compu-
tarse en el porcentaje del 2% indicado 

10.	Si la empresa contrató a un trabajador conociendo que padecía una determinada en-
fermedad y posteriormente lo despide tras una baja médica, ¿sería nulo el despido?

El despido sólo se calificará como nulo si la persona despedida aporta indicios funda-
dos sobre la existencia de discriminación por razón de enfermedad y la empresa no 
aporta una justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de su decisión 
y su proporcionalidad (art. 30).

11.	En caso de un despido por bajo rendimiento, ¿los indicios de discriminación que 
puede probar el trabajador de baja por IT se aminoran?

No. Si la persona despedida pretende solicitar la nulidad del despido debe aportar 
indicios fundados sobre la existencia de discriminación por razón de enfermedad.

12.	Después de una baja, los trabajadores tienen derecho a los días de vacaciones que 
no hayan disfrutado, pero si durante la IT se han ido de vacaciones porque no eran 
incompatibles con su recuperación, ¿deben reconocerse las vacaciones de nuevo 
cuando se incorpore? 

En el supuesto de que el periodo de vacaciones coincida con una incapacidad temporal 
que imposibilite al trabajador disfrutarlas, total o parcialmente, durante el año natural 
a que corresponden, el trabajador podrá hacerlo una vez finalice su incapacidad y 
siempre que no hayan transcurrido más de dieciocho meses a partir del final del año 
en que se hayan originado (art. 38.3 ET). El hecho de viajar o realizar actividades lúdicas 
durante la situación de IT no supone el disfrute del descanso objeto del periodo vaca-
cional al que tiene derecho el trabajador. En consecuencia, finalizada la IT, la persona 
trabajadora tendrá derecho a los días de vacaciones que le correspondan o no haya 
podido disfrutar por coincidir con la situación de IT. 
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IV.	 Taller de 27 de noviembre de 2024. Marco jurídico  
de las medidas de conciliación en el ámbito laboral.  

1.	 ¿La reducción de jornada por enfermedad grave de hijo menor solo se limita al ingre-
so hospitalario o se hace extensiva una vez se produce el alta hospitalaria?

La reducción de jornada para el cuidado del menor, a cargo de progenitor, guardador 
con fines de adopción o acogedor permanente, por cáncer u otra enfermedad grave re-
quiere el ingreso hospitalario de larga duración (art. 37.6 ET), el Tribunal Supremo (STS 
3-12-24, rec. 1524/22) ha estimado -a efectos de la prestación de Seguridad Social que 
protege esta situación de necesidad (art. 190 LGSS)- que “la asistencia sanitaria intensa, 
directa y continuada en centros de día, o en el domicilio familiar tras el diagnóstico y 
hospitalización por la enfermedad grave, puede considerarse equivalente al ingreso 
hospitalario de larga duración”. Por tanto, la reducción de jornada puede solicitarse 
tanto si hay ingreso hospitalario prolongado como si no lo hay, siempre que exista un 
tratamiento médico continuado de carácter ambulatorio en un centro de día o en el 
domicilio familiar.  

2.	 ¿Una reducción de jornada puede exigir cambio de días libres o solo horario?

Las reducciones de jornada por razones familiares (art. 37.6 ET) ha de realizarse en 
cómputo diario, lo que parece impedir la posibilidad de acumulación o concentración 
más allá del mismo. Además, la reducción debe concretarse dentro de la jornada 
ordinaria desarrollada habitualmente (STS 19-3-19); no puede convertirse una jornada 
partida en una continuada (STS 24-7-17), ni cambiar el régimen de trabajo a turnos (STS 
21-11-23).

Por tanto, no tendrían cabida las reducciones en cómputo superior al diario (semanal, 
mensual o anual), aunque nada impediría que por acuerdo individual o colectivo se 
mejorara la regulación y se permitiera una reducción de la jornada en concreción 
vertical y no horizontal (SSTS 18 de mayo de 2016, Rec. 198/2015 y 15 de septiembre de 
2016, rec. 260/2015).

3.	 ¿La persona trabajadora puede solicitar reducir la jornada laboral para el cuidado de 
padre con discapacidad y con dependencia de grado II severa aunque no conviva con 
este?

Sí. Tienen derecho a solicitar una reducción de jornada toda persona trabajadora 
que precise encargarse del cuidado directo de un familiar hasta el segundo grado de 
consanguinidad -p.e. padres- y afinidad, incluido el familiar consanguíneo de la pareja 
de hecho, que por razones de edad, accidente o enfermedad no pueda valerse por sí 
mismo, siempre que la persona que precise cuidados no desempeñe una actividad 
retribuida (art. 37.6 ET).
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4.	 Dentro del derecho a la adaptación de la jornada, ¿cabe la posibilidad de que los 
trabajadores pidan desarrollar parte o toda su jornada laboral bajo la modalidad de 
trabajo a distancia?

Sí, las personas trabajadoras tienen derecho a solicitar las adaptaciones de la forma de 
prestación laboral, incluida la prestación de su trabajo a distancia, para hacer efectivo 
su derecho a la conciliación de la vida familiar y laboral. Ahora bien, tal adaptación 
deberá ser razonables y proporcionada en relación con las necesidades de la persona 
trabajadora y con las necesidades organizativas o productivas de la empresa (art. 34.8 
ET).

5.	 ¿El empresario tiene la carga de probar imposibilidades organizativas o productivas 
para la denegación de la adaptación de la jornada? O, ¿puede simplemente alegar 
esas imposibilidades para la denegación de la adaptación de la jornada? o ¿puede/
debe, al menos, negociar ofreciendo alternativas durante el plazo máximo estable-
cido en el Estatuto de los Trabajadores?

La empresa, ante la solicitud de la persona trabajadora, abrirá un proceso de negocia-
ción que tendrá que desarrollarse con la máxima celeridad y, en todo caso, durante un 
periodo máximo de quince días, presumiéndose su concesión si no concurre oposición 
motivada expresa en este plazo.

Finalizado el proceso de negociación, la empresa, por escrito, comunicará la aceptación 
de la petición. En caso contrario, planteará una propuesta alternativa que posibilite las 
necesidades de conciliación de la persona trabajadora o bien manifestará la negativa a 
su ejercicio. Cuando se plantee una propuesta alternativa o se deniegue la petición, se 
motivarán las razones objetivas -organizativas, económicas, productivas- en las que se 
sustenta la decisión.

6.	 En el caso de petición de adaptación horario de un trabajador/a, ¿puede solicitarle 
la empresa datos respecto al otro progenitor? ¿Se puede denegar la adaptación 
solicitada si no se aportan esos datos?

El derecho a la adaptación es un derecho de la persona trabajadora de carácter indi-
vidual, por lo que el solicitante no tiene por qué acreditar la imposibilidad de acudir 
a otros mecanismos para conciliar la vida familiar y laboral.  No tiene obligación de 
probar que el otro progenitor no pueda hacerse cargo del menor. Solo debe probarse 
este extremo si ambos progenitores prestan servicios en la misma empresa (v.g. STSJG 
de 6-11-20). En todo caso, las solicitudes de adaptación de jornada deben conjugarse 
con el principio de corresponsabilidad parental a fin de alcanzar la igualdad efectiva 
entre mujeres y hombres, por lo que sí resulta relevante la aportación de datos del otro 
progenitor (STSJM de 19-12-22, rec. 385/22).
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7.	 En relación con la adaptación de la jornada: ¿cómo se define la dependencia?; ¿se exi-
ge una certificación médica previa de la necesidad de asistencia o cuidados?;¿cómo 
se acredita la convivencia?

Tienen derecho a la adaptación de la jornada aquellas personas que tengan necesida-
des de cuidado respecto de personas dependientes que por razones de edad, accidente 
o enfermedad no puedan valerse por sí mismos. Por dependencia se entiende “el 
estado de carácter permanente en que se encuentran las personas que, por razones 
derivadas de la edad, la enfermedad o la discapacidad, y ligadas a la falta o a la pérdida 
de autonomía física, mental, intelectual o sensorial, precisan de la atención de otra u 
otras personas o ayudas importantes para realizar actividades básicas de la vida diaria 
o, en el caso de las personas con discapacidad intelectual o enfermedad mental, de 
otros apoyos para su autonomía personal” (art. 2.2 Ley 39/06). 

Para conceder el derecho a la adaptación de jornada por cuidado de personas depen-
dientes, el solicitante debe justificar las circunstancias -dependencia, deber de cuidado 
y convivencia en el mismo domicilio- en las que fundamenta su petición, por cualquier 
medio admitido en Derecho.

8.	 ¿Cabría conceder una adaptación de turno de trabajo por cuidado de menor para 
recoger o llevar a su hijo al colegio, estando el colegio en municipio diferente a su 
domicilio habitual y diferente al municipio del centro de trabajo?

Los trabajadores deben acreditar que la adaptación es necesaria para la efectiva 
conciliación -es un derecho condicionado- y estas deben ser "ser razonables y 
proporcionadas" -la adaptación pretendida debe cumplir su finalidad, no amparándo-
se solicitudes desmedidas o carentes de conexión con el derecho- en relación con las 
necesidades de la persona trabajadora y las necesidades organizativas o productivas 
de la empresa. Por consiguiente, si se acreditan dichos extremos sí procederá la conce-
sión de la adaptación solicitada. 

9.	 ¿Al cumplimiento de los 12 años del menor, se le puede requerir al trabajador para 
que vuelva a su jornada anterior a la adaptación?

La persona trabajadora regresará a la situación anterior a la adaptación una vez decai-
gan las causas que motivaron la solicitud. Por tanto, si la adaptación se solicita para el 
cuidado de menores hasta 12 años, cumplida tal edad deberá volver a la jornada inicial.

10.	¿Se puede solapar adaptación horaria por cuidado de menor con días y horas libres 
por estudios?

Sí, las personas trabajadoras tienen derecho a solicitar las adaptaciones de la dura-
ción y distribución de la jornada o la ordenación del tiempo de trabajo que estimen 
conveniente, siempre que acrediten que la adaptación es necesaria para la efectiva 
conciliación y que la adaptación sea razonable y proporcionada.  
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11.	¿En una excedencia voluntaria de 10 años, puede el trabajador pedir reincorporación 
antes de los 4 meses mínimos establecidos?

En la excedencia voluntaria no existe reserva de puesto de trabajo, por lo que el de-
recho de reingreso está condicionado a la existencia de vacante, que no se pierde por 
incumplir el plazo de preaviso previsto en el convenio colectivo (art. 46. 5 ET).

12.	En la excedencia por cuidado de menor, ¿la fecha fin ha de coincidir con el cumplea-
ños del bebé o puede extenderse mientras que el cómputo total no supere los 3 años?

Los trabajadores tendrán derecho a un periodo de excedencia de duración no superior 
a tres años -salvo mejora por convenio colectivo- para atender al cuidado de cada hijo, 
a contar desde la fecha de nacimiento o, en su caso, de la resolución judicial o admi-
nistrativa de adopción, guarda o acogimiento (art. 46.3 ET). Por tanto, la excedencia se 
extinguirá, en el caso de nacimiento, cuando el menor cumpla 3 años. 

13.	¿Si en el convenio colectivo y el contrato no se establece nada, en caso de excedencia 
voluntaria, puede la empresa limitar al trabajador prestar servicios en empresas del 
mismo sector? y,  si lo exigen, ¿qué efecto tendría si se entiende incumplido?

Para limitar o impedir que el trabajador, durante una excedencia voluntaria, preste 
servicios en otras empresas del mismo sector, será preciso haber celebrado un pacto de 
plena dedicación, que alcance también el período de excedencia, y por el que deberá 
ser compensado económicamente el trabajador. En caso de existir tal pacto y ser in-
cumplido por el trabajador, los efectos que se deriven de tal incumplimiento serán los 
que hayan pactado las partes.

14.	Si un empleado, adopta al hijo de su pareja mayor de 7 años, ¿le pertenece permiso 
por paternidad?

Sólo da derecho a la suspensión de la relación laboral la adopción, guarda con fines 
de adopción o acogimiento, de menores de seis años o de menores de edad mayores 
de seis años con discapacidad o que por sus circunstancias y experiencias personales o 
por provenir del extranjero, tengan especiales dificultades de inserción social y familiar 
debidamente acreditadas por los servicios sociales competentes (artículo 45.1.d) ET). 
Por tanto, la adopción de un menor, mayor de 7 años sólo da derecho a la suspensión 
del contrato de trabajo si tiene reconocida una discapacidad o tenga especiales dificul-
tades de inserción social y familiar debidamente acreditadas. 

15.	El permiso por nacimiento obliga al padre a disfrutar las 16 semanas ininterrumpi-
das?

No, el nacimiento suspenderá el contrato de trabajo del progenitor distinto de la 
madre biológica durante 16 semanas, de las cuales serán obligatorias las seis semanas 
ininterrumpidas inmediatamente posteriores al parto, que habrán de disfrutarse a 
jornada completa. Una vez transcurridas las primeras seis semanas inmediatamente 
posteriores al parto, podrá distribuirse a voluntad, en períodos semanales a disfrutar 
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de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la finalización de la suspen-
sión obligatoria posterior al parto hasta que el hijo o la hija cumpla doce meses (art. 
48.4 ET).

16.	¿En el permiso de maternidad/paternidad las primeras seis semanas son obligato-
rias para ambos progenitores? 

Sí, ambos progenitores deben, obligatoriamente, disfrutar de seis semanas ininte-
rrumpidas inmediatamente posteriores al parto (art. 48.4 ET) o a la resolución judicial 
o administrativa por adopción o acogimiento (art. 48.5 ET).

17.	¿Si una trabajadora es monoparental justificada, son 16 semanas y además se le 
añaden las 6 semanas del padre? o ¿se le añaden las otras 16 semanas?

El Tribunal Constitucional ha declarado inconstitucional la no ampliación de la dura-
ción de la suspensión del contrato por nacimiento, adopción, acogimiento y cuidado a 
26 semanas -16 semanas más 10 semanas que corresponderían al otro progenitor- (art. 
48.4,5 y 6 ET) de las familias monoparentales (STC 140/24, de 6 de noviembre).  

18.	En el caso del permiso acumulado por lactancia, cuando el recién nacido ha estado 
hospitalizado tras el nacimiento, ¿el disfrute del permiso se retrasa como consecuen-
cia de la hospitalización? o ¿el disfrute debe llevarse a cabo antes de que el menor 
cumpla los 9 meses con independencia del tiempo de hospitalización?

La persona trabajadora, salvo fuerza mayor, deberá preavisar al empresario con una 
antelación de quince días o la que se determine en el convenio colectivo aplicable, 
precisando la fecha en que iniciará y finalizará el permiso de cuidado del lactante, que 
puede disfrutarse hasta que el lactante cumpla nueve meses, con independencia de 
cuándo comience a disfrutarse. Sólo cuando ambas personas progenitoras, adoptan-
tes, guardadoras o acogedoras ejerzan este derecho con la misma duración y régimen, 
el periodo de disfrute podrá extenderse hasta que el lactante cumpla doce meses, con 
reducción proporcional del salario a partir del cumplimiento de los nueve meses (art. 
37.4 y 7 ET). 
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